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SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 17 de agosto de 2016. 

José L. Barreto compareció ante nosotros para pedirnos revocar 

una Sentencia dictada por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Guayama (foro primario, o foro apelado), mediante la cual 

se acogió la demanda sobre cobro de dinero e incumplimiento 

contractual presentada en su contra. Sin embargo, como veremos a 

continuación, su recurso es prematuro1. 

I. 

 El 29 de enero de 2013, los hermanos Julio A. Torres Colón y 

Deric Torres Colón (en conjunto, los demandantes, los hermanos 

Torres Colón, o los apelados), presentaron una demanda en contra de 

José L. Barreto, su esposa, y la sociedad legal de gananciales formada 

por ambos, en la que alegaron incumplimiento contractual y 

reclamaron resarcimiento de lo invertido, más daños y perjuicios por 

presuntas pérdidas económicas, sufrimientos y angustias mentales. 

                                                 
1 En este escrito sólo haremos referencia a aquellos hechos que nos llevaron a 

concluir que el recurso es prematuro. 
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Más adelante en el proceso, por Orden expresa del Tribunal,2 los 

hermanos Torres Colón enmendaron la Demanda para incluir al Sr. 

Óscar Vazquez Cruz (Vázquez Cruz). 

 José L. Barreto (Barreto, o el apelante), contestó la Demanda 

enmendada y presentó una reconvención.3 El codemandado Vázquez 

Cruz no compareció; y, a petición de los codemandantes, se le anotó 

rebeldía. 

 Luego de varios trámites procesales, incluyendo la celebración 

del juicio, el 24 de agosto de 2015 el foro primario emitió una 

Sentencia, la cual se notificó el 31 del mismo mes y año. Mediante 

dicha Sentencia declaró HA LUGAR la Demanda, y otorgó varios 

remedios. Nada dispuso en torno a la reconvención presentada. 

Tampoco hizo pronunciamiento alguno respecto al codemandado 

Vázquez Cruz.  

 Dentro del término para hacerlo, Barreto presentó una Moción 

de reconsideración, la cual fue denegada el 1 de diciembre de 2015, y 

notificada el 3 del mismo día y año. Inconforme, compareció ante 

nosotros mediante un recurso de apelación presentado a tiempo. 

 En su recurso el apelante presentó los siguientes señalamientos 

de error. 

1. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
emitir una sentencia que no cumple con los requisitos 
básicos de forma lo que tuvo el efecto de violentar el 

debido proceso de ley de la parte apelante. 
 

2. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al no 

incluir los hechos estipulados por las partes como 
determinaciones de hechos en la sentencia emitida y 

por ende no considerar los mismos al momento de 
emitir su dictamen. 

 

3. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
imponer la cantidad de $20,000.00 en daños por 
angustias mentales sin haber hecho análisis alguno 

que amerite la concesión de los mismos ni hacer una 
distribución de los daños entre las partes. 

                                                 
2 Emitida el 4 de septiembre de 2014, y notificada el 9 del mismo mes y año. Véase 
pág. 89 apéndice parte apelante. 
3 Véase págs. 76 a 83 apéndice parte apelante. 
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4. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
determinar que la parte apelante incumplió con el 

contrato entre las partes, ya que el derecho que 
reclaman los apelados está sujeto a una condición 

suspensiva que no se cumplió. 
 
5. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

imponer la cantidad de $5,000.00 en honorarios de 
abogado a pesar de que no hubo una determinación de 
temeridad ni los hechos requeridos para que se 

constituya temeridad. 
 

Solo atenderemos el primer señalamiento, toda vez que este 

dispone de la totalidad del recurso en este momento. 

II. 

 
A. 
 

 Es norma conocida en nuestro ordenamiento jurídico que los 

tribunales debemos ser fieles guardianes de nuestra jurisdicción. 

Pérez Soto v. Cantera Pérez, Inc. et al., 188 DPR 98, 105 (2013); García 

v. Hormigonera Mayagüezana, 172 DPR 1, 7 (2007). Como foro 

apelativo, uno de los requisitos que debemos considerar en aras de 

asegurarnos de contar con jurisdicción para atender un recurso es 

velar porque éste no haya sido presentado de forma prematura o 

tardía. Torres Martínez v. Ghigliotty, 175 DPR 83, 97-98 (2008). 

Un recurso prematuro, al igual que uno tardío sencillamente 

adolece del grave e insubsanable defecto de falta de jurisdicción. En 

ambos casos, su presentación carece de eficacia y no produce ningún 

efecto jurídico. Íd. 

B. 

Las sentencias finales tienen el efecto de poner término y fin a 

una reclamación judicial y a la controversia existente entre las partes. 

No obstante, pare que un dictamen se considere un sentencia final o 

definitiva tiene que resolver el caso en sus méritos y terminar el litigio 

entre las partes de forma tal que no quede pendiente nada más que 

su ejecución. La sentencia es aquella determinación que “pone fin a la 

controversia existente entre las partes mediante una adjudicación 

final”. García Morales v. Padró Hernández, 165 DPR 324, 331-332 
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(2005); U.S. Fire Ins. v. A.E.E., ante, pág. 967. Véanse: Román et al. v. 

K-mart Corp. et al., ante, pág. 739; Rodríguez v. Tribl. Mpal., 74 DPR 

656, 664 (1953). 

Por el contrario, la resolución es aquella “decisión en la cual se 

adjudica un incidente respecto al procedimiento o a los derechos y 

obligaciones de algún litigante o en cuanto a algún aspecto de la 

reclamación o reclamaciones que se dilucidan en el proceso, bien sea 

antes o ya sea después de dictarse la sentencia”. García Morales v 

Padró Hernández, supra, págs. 332-334; Sánchez Martínez, op. cit., 

pág. 351. En fin, las resoluciones solo ponen fin a un incidente dentro 

del proceso judicial. El dictamen puede estar relacionado al; 

procedimiento, los derechos y obligaciones de algún litigante, o sobre 

algún aspecto de la reclamación o reclamaciones que se dilucidan en 

el proceso. No es el nombre lo que determina si estamos ante una 

sentencia o una resolución. Aunque la decisión diga sentencia, si no 

resuelve el caso en sus méritos y termina el litigio entre las partes de 

forma tal que no quede pendiente nada más que su ejecución, no es 

una sentencia. La consecuencia fundamental es que como no puede 

considerarse una sentencia no es apelable. En tal caso se trata de 

una resolución y sólo puede revisarse mediante certiorari. García 

Morales v Padró Hernández, supra, págs. 332-334. Para poder 

considerarlo como un certiorari, nuestra intervención está limitada 

por la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra. 

Por otro lado, la Regla 42.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. 

V, dispone que “cuando un pleito comprenda más de una 

reclamación, ya sea mediante demanda, reconvención, demanda 

contra coparte o demanda contra tercero o figuren en el partes 

múltiples, el tribunal podrá dictar sentencia final en cuanto a una o 

más de las reclamaciones o partes sin disponer de la totalidad del 

pleito, siempre que concluya expresamente que no existe razón 

para posponer que se dicte sentencia sobre tales reclamaciones 



 
 

 
KLAN201600017    

 

5 

hasta la resolución total del pleito, y siempre que se ordene 

expresamente que se registre la sentencia.” Una vez así dictada la 

sentencia entonces será final para todas las consideraciones 

adjudicadas y activara los términos para recurrir de su 

determinación. (Énfasis nuestro). Repetimos, para que tal 

adjudicación constituya una sentencia parcial final, es imprescindible 

que el foro de instancia concluya expresamente al final del dictamen 

que “no existe razón para posponer que se dicte sentencia sobre tales 

reclamaciones o [tales partes] hasta la resolución total del pleito” y se 

ordene el registro de la sentencia. Torres Capeles v. Rivera Alejandro, 

143 DPR 300, 312 (1997). Ahora bien si la intención del Tribunal de 

Primera Instancia es disponer de la totalidad de las reclamaciones 

ante su consideración deberá así consignarlo expresamente en la 

parte dispositiva de la sentencia. Es la porción o la parte dispositiva 

de la sentencia la que constituye la sentencia al ser esta parte donde 

los derechos de las partes son adjudicados. Cárdenas Maxán v. 

Rodríguez, 119 DPR 642, 656 (1987). Razones de peso obligan a la 

disposición adecuada de una sentencia parcial. Y es que al disponer 

de la sentencia conforme la Regla 42.3 de Procedimiento Civil, supra, 

y ordenar su registro las partes afectadas por el dictamen quedan 

advertidas de sus derechos a apelar la misma. Figueroa v. Del Rosario, 

147 DPR 121, 127 (1998). 

III. 

 Barreto compareció ante nosotros para pedirnos revocar la 

determinación a la que llegó el foro apelado en torno a la acción 

presentada en su contra. Sin embargo, según surge del expediente del 

caso, la sentencia apelada no dispuso de todos los asuntos. Ello así, 

pues el foro primario nada dijo sobre la reconvención presentada. 

Tampoco hizo alusión al codemandado Vázquez Cruz; y, de hecho, en 

su disposición del caso sólo hace referencia al “demandado”, como si 

se tratara de una sola persona. Tampoco procede considerar la 
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sentencia impugnada como una sentencia parcial final, toda vez que 

la misma no cumple con la Regla 42.3 de Procedimiento Civil, supra. 

Y es que el omitir una reclamación en la parte dispositiva de una 

sentencia tiene el efecto de mantener tal reclamación “viva y 

pendiente de adjudicación”. Cárdenas Maxán v. Rodríguez, supra, 

pág. 658. Tampoco puede considerarse bajo la Regla 52.1, supra. 

Por lo antes indicado, hay asuntos pendientes ante el Tribunal 

de Primera Instancia que nos privan de jurisdicción, y nos impiden 

atender las cuestiones traídas en este momento ante nuestra 

consideración. Asuntos como la procedencia de la reconvención 

presentada por el apelante, así como la ausencia de manifestación 

alguna sobre el señor Oscar Vázquez Cruz, parte incluida en la 

demanda. En este momento, de la manera en que está redactada la 

parte dispositiva de la sentencia este tribunal no puede 

razonablemente concluir que la misma es final, por lo que 

consecuentemente, procede la desestimación. 

Por último y en relación a la opinión disidente del compañero 

Juez González Vargas, estimamos que los hechos en García v. Padró, 

supra, se distinguen de los que hoy nos ocupan. García v. Padró, 

supra, es una reclamación en daños y perjuicios por un 

desafortunado accidente de tránsito. La reclamación requería la 

determinación de negligencia y la estimación de los daños. No 

obstante, el caso ante nos comprende una reclamación en cobro de 

dinero por incumplimiento contractual incluyendo una reconvención 

presentada por la parte apelante. La sentencia emitida por el tribunal 

impugnado guarda silencio sobre una de las partes así como de la 

reconvención presentada. Finalmente, aun si consideráramos la 

sentencia como una resolución interlocutoria, esta no se encuentra 

dentro de las materias que podemos revisar según lo ha dispuesto la 

Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra¸ habiéndose limitado 

significativamente a los asuntos que podemos revisar vía recurso de 
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certiorari. Simplemente hay situaciones procesales, donde por más 

que quisiéramos cumplir con el objetivo de brindar acceso fácil, 

económico y efectivo a los procedimientos, eliminando obstáculos y 

barreras que impidan impartir justicia apelativa a los ciudadanos con 

reclamos válidos, no tenemos discreción para así hacerlo. Este es uno 

de ellos, actuar de otra manera, en nuestra opinión laceraría el debido 

proceso de ley que cobija a las partes, en este caso, a la parte 

apelante. 

IV. 

Por lo antes señalado, se desestima, por prematuro, el recurso 

presentado. Se ordena el desglose de los apéndices de este recurso. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 El Juez González Vargas disiente con opinión escrita. 

 
 
 

 
Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones
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OPINION DISIDENTE DEL  
JUEZ TROADIO GONZALEZ VARGAS 

En San Juan, Puerto Rico, a 17 de agosto de 2016. 
 

 Me veo en la necesidad de disentir del dictamen desestimatorio 

emitido  por la mayoría en el presente caso. El fundamento principal para 

tal disenso consiste en el remedio dispensado.  No procede en este caso 

la desestimación por falta de jurisdicción. Como correctamente señala la 

mayoría, el dictamen del cual  se recurre a este Tribunal no  podía ser 

objeto  de revisión mediante el recurso de apelación, porque no se 

adjudicaron todas las reclamaciones en el caso, ni tampoco se dictó 

sentencia parcial- final, conforme a la Regla 42.3 de Procedimiento Civil. 

De ahí que, como también acertadamente se indica en la Sentencia 

mayoritaria, “. . .  se trata  de una resolución y solo puede revisarse 

mediante certiorari”.   

 Precisamente, en el caso citado en la Sentencia, Garcia v. Padró,  

165 D.P.R.  324 (2005), al igual que en este caso, se acudió a este 

Tribunal mediante apelación a pesar de tratarse realmente de una 

Resolución, porque no se disponía de la causa de acción en su totalidad. 

Por ello, este foro apelativo lo acogió como un certiorari y determinó 

denegarlo. El Tribunal Supremo, aunque  coincidió con el panel  apelativo 

en cuanto a que procedía acogerlo como certiorari y no como una 
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apelación, concluyó que erró al denegarlo, por lo que debió acogerlo y 

resolverlo en los méritos. Razonó sobre el particular lo siguiente:   

 Inexplicablemente, sin embargo, el foro apelativo 
intermedio  se negó a expedir el auto. No hay duda de que 
dicho dictamen no podía ser apelado por no ser una 
sentencia final y ejecutable; sin embargo, esto no significa 
que dicho foro apelativo intermedio estuviese 
incapacitado para revisar dicha resolución mediante el 
auto de certiorari. 

 Sorprende que el foro apelativo intermedio 
considerara que entrar en los méritos del recurso equivaldría 
a un fraccionamiento indebido y a una dilación innecesaria 
para la adjudicación final sobre la cuantía de los daños, y 
que expedir el auto en esa etapa del proceso era incurrir en 
un acto a destiempo, pues de no probarse los daños por la 
parte demandante recurrida, se convertiría en “ilusoria” la 
adjudicación sobre negligencia que hizo el tribunal.  

 Resulta increíble que el foro apelativo intermedio 
concluyera que no debía expedir el auto.   (Énfasis nuestro) 

 
 Nótese que el hecho de que el dictamen allí emitido se tratara de 

una Resolución y no de una Sentencia, en modo alguno planteaba una  

cuestión jurisdiccional que privara a este foro  de su autoridad para 

adjudicar esa controversia por vía de certiorari. Más aún, decidió el 

Tribunal Supremo, no solo que el Panel podía acogerlo como certiorari, 

sino que incluso debió expedirlo y adjudicarlo en los méritos.   

Aunque hubiera  sido la preferencia  de este Juez que se expidiera 

el recurso y se adjudicara en sus méritos, debemos reconocer que, por 

tratarse de un certiorari, este Tribunal tenía también la discreción de 

denegar expedirlo, más de ninguna manera, procedía desestimarlo por 

falta de jurisdicción. 

 Por los fundamentos  antes expuesto, disiento de la decisión 

desestimatoria  aquí emitida.   

 

 

  

Troadio González Vargas 
Juez de Apelaciones 

 


